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RESUMEN.  

La Psicología Jurídica se enfoca en la comprensión de variables para el estudio, 

asesoramiento, intervención y evaluación de la conducta humana. Entre los distintos 

comportamientos, evalúa conductas desplegadas en los procesos judiciales, en relación con 

el cumplimiento de normas legales y los procedimientos establecidos para la persecución de 

aquellos que no se ciñen a las mismas, interactuando con un amplio espectro de áreas del 

mundo del Derecho; sin embargo, de manera particular, hemos de concentrarnos en sus 

orígenes en la victimología y los puntos en común en que interactúan, la Psicología jurídica 

con el Derecho Penal, el Derecho Procesal Penal, la psicología forense y judicial, la 

Criminología y el Derecho Probatorio, participando en el conocimiento y entendimiento de 

la psiquis del criminal. Pero ¿se ha estudiado suficientemente los aportes de la Psicología 

Jurídica al Derecho Penal en Colombia? ¿Se encuentran plenamente identificados estos 

aportes? 

Para dar respuesta a estos interrogatorios, hemos de remitirnos metodológicamente al 

análisis normativo, Código Penal y Código de Procedimiento Penal, que revelan los aportes 

reconocidos normativamente, de la Psicología Jurídica al Derecho Penal y Procesal Penal 

colombiano. Revelaciones que constituirán las principales conclusiones de este ensayo, la 

identificación de los aportes reconocidos normativamente de la Psicología Jurídica al mundo 

del Derecho Penal colombiano, realizando análisis crítico sobre las mismas, con el fin de 

llegar a realizar recomendaciones que, fruto de los estudios realizados en el Programa de 

Administración de la Seguridad y Salud Ocupacional, puedan llegar a mejorar la 

implementación de estos aportes en el mundo del Derecho Penal Colombiano.  



Se identifican y analizan como reconocimientos normativos de la Psicología Jurídica 

las circunstancias bajo las cuales fue cometido un delito, la forma en que es procesado el 

autor de la conducta, esto es, si se configura causales de exoneración de responsabilidad, 

inimputabilidad, una atenuante o agravante del tipo penal básico, que pudiera derivar en 

posibles reducciones o aumentos de las penas establecidas en el Código Penal, el tipo de 

medida de seguridad que se deberá aplicar al autor de la conducta, la defensa psicológica de 

menores, las condiciones a cumplir durante el periodo de prueba en el Principio de 

Oportunidad y la excepción al deber de declarar para psicólogos y psiquiatras.  
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Abstract  

The Juridical Psychology focuses on the understanding of variables for the study, 

counseling, intervention and evaluation of human behavior. Among the different behaviors, 

evaluates behaviors displayed in the judicial processes, in relation to compliance with legal 

norms and the established procedures for the persecution of those who do not adhere to them, 

interacting with a wide spectrum of areas of the world of Law; however, in a particular way, 

we must concentrate on the common points in which they interact, the Juridical Psychology 

with the Criminal Law, the Criminal Procedural Law, the forensic and judicial psychology, 

the Criminology and the Probatory Law, participating in the knowledge and understanding 



of the psyche of the criminal. But have the contributions of Juridical Psychology to Criminal 

Law in Colombia been sufficiently studied? Are these contributions fully identified? 

To respond to these interrogations, we have to refer methodologically to the 

normative analysis, Criminal Code and Code of Criminal Procedure, which reveal the 

normatively recognized contributions of Juridical Psychology to Criminal Law and 

Colombian Criminal Procedure. Disclosures that will constitute the main conclusions of this 

essay, the identification of the normatively recognized contributions of Juridical Psychology 

to the Colombian Criminal Law world, making a critical analysis of them, in order to arrive 

at recommendations that, as a result of the studies carried out Occupational Health and Safety 

Administration Program, can get to improve the implementation of these contributions in the 

Colombian Criminal Law world. 

The circumstances under which an offense was committed are identified and analyzed 

as normative recognitions of the Legal Psychology, the way in which the perpetrator of the 

conduct is prosecuted, that is, if it is established grounds for absence of responsibility, non-

attribution, mitigation or aggravating of the basic criminal type, which could lead to possible 

reductions or increases in the penalties established in the Criminal Code, the type of security 

measure that should be applied to the perpetrator of the conduct, the psychological defense 

of minors, the conditions to be met during the probationary period in the Opportunity 

Principle and the exception to the duty to testify for psychologists and psychiatrists. 

 

Keywords 

Juridical Psychology, Criminal Law, Judicial Expertise.  



 

OBJETIVO GENERAL 

Analizar los aportes de la Psicología Jurídica al mundo del Derecho Penal. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 

● Identificar las generalidades que vinculan la Psicología jurídica y el mundo del 

Derecho.  

● Establecer el marco de aplicación de la Psicología Jurídica en el Derecho Penal 

colombiano.  

● Determinar las características del peritaje judicial en el sistema Penal colombiano. 

 

Metodología  
 

La elaboración del presente ensayo requirió un análisis documental, una revisión de 

fuentes secundarias, esto es, investigación de estudiosos y doctrinantes sobre el tema en bases 

de datos, teorías de criminología, y en especial, la desmembración de las normas penales más 

relativas que reconocen la Psicología Jurídica y sus aportes al mundo del Derecho Penal en 

Colombia para, a partir de un análisis propio, llegar a ofrecer recomendaciones al mismo.  

  



LA PSICOLOGÍA JURÍDICA Y EL MUNDO DEL DERECHO 

Luego de la publicación "La Psicología en sus principales aplicaciones a la 

administración de Justicia" de Hoffbauer (1808) y del "Manual sistemático de la Psicología 

Judicial" de Friedrich (1835) (Ching 2005, p. 68); respecto de la Psicología Jurídica, como 

campo aplicado de la Psicología en el mundo del Derecho, se comenzaron a forjar tantas 

definiciones como doctrinantes se han dedicado a su estudio, y es que cada uno de ellos se 

ha acercado al análisis del tema desde su propio punto de vista, con su objeto, instrumentos 

y herramientas propias, así por ejemplo, Burtt, (1926 citado por Urra, 2002) se centra en el 

estudio de la Psicología Legal, esto es, en el estudio de la psiquis detrás de la expedición de 

las leyes; el mismo año, Brown (1926, citado por Kappardis, 2003), da inicio al estudio de la 

Psicología aplicada a los Tribunales; por su parte, Mira y López, (1932) y, con posterioridad, 

Muñoz, (1980) amplían el concepto, lo extrapolan de la ley y los tribunales, hacia todos los 

demás aspectos que componen el mundo de lo jurídico, en lo que denominan la Psicología 

Jurídica. No demoró, sin embargo, en descender la conceptualización nuevamente hacia 

temas más específicos, en este sentido, Garrido (1982) realizó un estudio profundo sobre 

Psicología y tratamiento penitenciario. 

Hasta nuestros días se mantienen todas estas variables, cada estudioso decide a que 

nivel quiere relacionar la Psicología con el mundo del Derecho. Así por ejemplo, Del Popolo, 

(1996) retoma la Psicología Judicial Friedrich; Díaz (2009) hace lo propio con la Psicología 

y Ley; hasta que Urra (2002) propone la Psicología Forense.  

No obstante, ninguno de estos términos puede ser considerado un sinónimo, debido a 

que su etiología hace que cuando se consulte una definición para los mismos, el resultado sea 



que cada uno se refiera a un campo de conocimiento distinto; sin embargo, aunque limitado, 

estará siempre relacionando la Psicología con algún campo específico de la ciencia Jurídica. 

La Psicología Jurídica a que hacemos referencia en este ensayo, coincide con Mira y 

López (1932) cuando entiende la Psicología Jurídica como la Psicología aplicada a un mejor 

ejercicio del Derecho y con Garrido, Masip y Herrero (2006) para quienes el objeto de la 

Psicología Jurídica “trata de los supuestos psicológicos en que se fundamentan las leyes y 

quienes las aplican, bien sean juristas bien psicólogos, con el fin de explicar, predecir e 

intervenir” (p. 7). 

Se delimita la Psicología Jurídica objeto de este ensayo a aplicación en el campo del 

Derecho Penal y el marco regulatorio de la Psicología Criminal, Criminológica y Forense en 

Colombia. Un tema de gran importancia por su capacidad para establecer si determinadas 

conductas son conscientes o inconscientes por parte del criminal y las víctimas. 

 

APLICACIONES DE LA PSICOLOGÍA JURÍDICA EN EL DERECHO PENAL  

Luego de que la President´s Commission on Law Enforcement and Administration of 

justice o comisión Katzenbach, adelantara la primera encuesta de victimización en los 

Estados Unidos, cuyo resultado vendrá a ser considerado "the most comprehensive 

evaluation of crime and crime control in the United States at the time" (McGarrell, 1988, p. 

8.) en lo que podemos entender como uno de los mayores acercamientos a las víctimas y la 

psiquis de sus victimarios, la Psicología Jurídica se constituyó rápidamente en un área de 

especialización de la Psicología general, requerida históricamente en los Estados Unidos de 

Norte América desde 1792 por los tribunales y desde 1891 en España por los psiquiatras 



forenses. En Colombia, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses presta 

este servicio con su propio Protocolo: Evaluación Básica en Psiquiatría y Psicología Forenses 

desde 2009. 

Coincidimos con Márquez (2011) cuando afirma que “La Constitución de 1991, los 

decretos 2699 y 2700 del 30 de noviembre del mismo año, las leyes 104 de 1993, 241 de 

1995, 475 de 1995, 70 de 1996, y 446 de 1998, el decreto 2238 de 1995 y últimamente las 

leyes 599 y 600 de 2000, nuevos estatutos penal y procesal penal, adhieren a la tendencia 

moderna que pretende dar reconocimiento a la importancia de los derechos de las víctimas o 

perjudicados con el delito. Se ha venido superando las épocas en que la víctima de la 

infracción penal no contaba en el proceso, en que se le miraba como un intruso e incluso se 

le desconocía el derecho de participar en el correspondiente trámite procesal, y en no pocas 

ocasiones se le miraba con desconfianza, se le tenía como una perdedora a quien sólo se le 

citaba al proceso para justificar el inicio de una investigación criminal” (p. 30). La 

victimologia, como estudio de las víctimas, llama a que se les incluya en el proceso penal y 

se les reconozca como una parte o elemento fundamental del mismo (Beristain 1996 citado 

por Márquez 2011). Hoy la ley 906 de 2004 sustituyó la ley 600 de 2000, como nuevo Código 

Procesal Penal ha llevado a que estudiosos como Sampedro (2004) se cuestionen si “El nuevo 

código de procedimiento penal (ley 906 de 2004): ¿Es en realidad una reconstrucción 

victimológica del sistema penal?” (p. 109 y ss). 

Se reconoce así en Colombia, la importancia de la Psicología Jurídica a nivel 

Constitucional y en la expedición, modificación y derogación de Leyes, y a partir de allí, se 

le concede una alta capacidad de influir cambios significativos en la concepción del Derecho, 

el rol de las Leyes, llegando a analizar las circunstancias bajo las cuales fue cometido un 



delito, la forma en que es procesado el autor de la conducta si se configura causales de 

ausencia de responsabilidad, inimputabilidad o una atenuante o agravante del tipo penal 

básico, que derivarán en reducciones o aumentos de las penas establecidas en el Código 

Penal, el tipo de medida de seguridad que se deberá aplicar al autor de la conducta, la defensa 

psicológica de menores, las condiciones a cumplir durante el periodo de prueba en el 

Principio De Oportunidad y la excepción al deber de declarar para psicólogos y psiquiatras, 

veamos:  

 

Ausencia de responsabilidad e inimputabilidad. 

La Ley 599 de 2000, en su Artículo 321 establece que no habrá lugar a la 

responsabilidad penal cuando se obre con el pleno convencimiento de que se cuenta con 

                                                           
1Ley 599 de 2000 Artículo 32. Ausencia de responsabilidad. No habrá lugar a responsabilidad penal cuando: 

1. En los eventos de caso fortuito y fuerza mayor. 
2. Se actúe con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico, en los casos en 
que se puede disponer del mismo. 
3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal. 
4. Se obre en cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida con las formalidades legales. 
No se podrá reconocer la obediencia debida cuando se trate de delitos de genocidio, desaparición forzada y 
tortura. 
5. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de una actividad lícita o de un cargo público. 
6. Se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o inminente, 
siempre que la defensa sea proporcionada a la agresión. 
Se presume la legítima defensa en quien rechaza al extraño que, indebidamente, intente penetrar o haya 
penetrado a su habitación o dependencias inmediatas. 
7. Se obre por la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, inevitable 
de otra manera, que el agente no haya causado intencionalmente o por imprudencia y que no tenga el deber 
jurídico de afrontar. 
El que exceda los límites propios de las causales consagradas en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 precedentes, 
incurrirá en una pena no menor de la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada 
para la respectiva conducta punible. 
8. Se obre bajo insuperable coacción ajena. 
9. Se obre impulsado por miedo insuperable. 
10. Se obre con error invencible de que no concurre en su conducta un hecho constitutivo de la descripción 
típica o de que concurren los presupuestos objetivos de una causal que excluya la responsabilidad. Si el error 
fuere vencible la conducta será punible cuando la ley la hubiere previsto como culposa. 



consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico (en los casos en 

que se puede disponer del mismo), se obre en estricto cumplimiento de un deber legal, en 

cumplimiento de orden legítima de autoridad competente, en legítimo ejercicio de un 

derecho, de una actividad lícita o de un cargo público, por legítima defensa, por la necesidad 

de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, o se obre bajo 

insuperable coacción ajena, o impulsado por miedo insuperable, o con error invencible de 

que no concurre en su conducta un hecho constitutivo de la descripción típica o de que 

concurren los presupuestos objetivos de una causal que excluya la responsabilidad, o con 

error invencible de la licitud de su conducta.  

En el mismo sentido, en caso de los errores, y de presentarse un error que fuere 

vencible, sobre la licitud de su conducta, la pena se rebajará en la mitad, mientras el error 

invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de la punibilidad dará lugar 

a la aplicación de la disminuyente. 

Por su parte, en la determinación de inimputabilidad también tiene cabida la 

Psicología jurídica, pues la inimputabilidad establecida en la Ley 599 de 2000, en su Artículo 

332, para quien en el momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuviere la 

                                                           
Cuando el agente obre en un error sobre los elementos que posibilitarían un tipo penal más benigno, 
responderá por la realización del supuesto de hecho privilegiado. 
11. Se obre con error invencible de la licitud de su conducta. Si el error fuere vencible la pena se rebajará en 
la mitad. 
Para estimar cumplida la conciencia de la antijuridicidad basta que la persona haya tenido la oportunidad, en 
términos razonables, de actualizar el conocimiento de lo injusto de su conducta. 
12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de la punibilidad dará lugar a la 
aplicación de la diminuente. 
2 Ley 599 de 2000 Artículo 33. Inimputabilidad. Es inimputable quien en el momento de ejecutar la conducta 

típica y antijurídica no tuviere la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa 
comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares. 
No será inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno mental. 
Los menores de dieciocho (18) años estarán sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil. 



capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa comprensión, por 

inmadurez sicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares, es una 

situación, meramente psicológica, donde será ésta ciencia, quien sea la llamada a analizar 

esta condiciones, incluso, determinar si se da el caso de una pre-ordenación del trastorno 

mental. 

La determinación de la edad de dieciocho (18) años, es por su parte, una fijación 

objetiva, realizada por el legislador, que no atiende, en materia de Derecho Penal, a las 

circunstancias o condiciones de esos menores, si bien, pudo ser objeto de análisis psicológico 

en el ámbito de la Ley y del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil al cual se someten. 

El aporte de la Psicológica Jurídica se orienta en ese apartado, a determinar en primera 

instancia, la existencia de alguna de las causales de ausencia de responsabilidad o 

inimputabilidad para que en una segunda instancia, los responsables sean procesados, por el 

Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil o el Sistema Penal, y en caso de ser este segundo, 

si se presenta una ausencia de responsabilidad por el acto cometido. 

 



De los criterios y reglas para la determinación de la mayor o menor punibilidad 

Otro espacio de aplicación de la psicología Jurídica viene determinado por los 

escenarios establecidos en la Ley 599 de 2000, en su Artículo 543, 554, 57 y 585, referidos a 

                                                           
3 Ley 599 de 2000 Artículo 54. Mayor y menor punibilidad. Además de las atenuantes y agravantes consagradas 

en otras disposiciones, regirán las siguientes. 
4 Ley 599 de 200 Artículo 55. Circunstancias de menor punibilidad. Son circunstancias de menor punibilidad, 

siempre que no hayan sido previstas de otra manera: 
1. La carencia de antecedentes penales. 
2. El obrar por motivos nobles o altruistas. 
3. El obrar en estado de emoción, pasión excusables, o de temor intenso. 
4. La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la ejecución de la conducta punible. 
5. Procurar voluntariamente después de cometida la conducta, anular o disminuir sus consecuencias. 
6. Reparar voluntariamente el daño ocasionado aunque no sea en forma total. Así mismo, si se ha procedido 
a indemnizar a las personas afectadas con el hecho punible. 
7. Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido la conducta punible o evitar la 
injusta sindicación de terceros. 
8. La indigencia o la falta de ilustración, en cuanto hayan influido en la ejecución de la conducta punible. 
9. Las condiciones de inferioridad psíquica determinadas por la edad o por circunstancias orgánicas, en cuanto 
hayan influido en la ejecución de la conducta punible. 
10. Cualquier circunstancia de análoga significación a las anteriores. 
5 Ley 599 de 200 Artículo 58. Circunstancias de mayor punibilidad. Son circunstancias de mayor punibilidad, 

siempre que no hayan sido previstas de otra manera: 
1. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de utilidad común o a la 
satisfacción de necesidades básicas de una colectividad. 
2. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, recompensa o promesa 
remuneratoria. 
3. Que la ejecución de la conducta punible esté inspirada en móviles de intolerancia y discriminación referida 
a la raza, la etnia, la ideología, la religión, o las creencias, sexo u orientación sexual, o alguna enfermedad o 
minusvalía de la víctima. 
4. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resultar peligro común. 
5. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de superioridad sobre la 
víctima, o aprovechando circunstancias de tiempo, modo, lugar que dificulten la defensa del ofendido o la 
identificación del autor o partícipe. 
6. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible. 
7. Ejecutar la conducta punible con quebrantamiento de los deberes que las relaciones sociales o de 
parentesco impongan al sentenciado respecto de la víctima. 
8. Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a ésta padecimientos 
innecesarios para la ejecución del delito. 
9. La posición distinguida que el sentenciado ocupe en la sociedad, por su cargo, posición económica, 
ilustración, poder, oficio o ministerio. 
10. Obrar en coparticipación criminal. 
11. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable. 
12. Cuando la conducta punible fuere cometida contra servidor público por razón del ejercicio de sus funciones 
o de su cargo, salvo que tal calidad haya sido prevista como elemento o circunstancia del tipo penal. 
13. Cuando la conducta punible fuere dirigida o cometida total o parcialmente desde el interior de un lugar 
de reclusión por quien estuviere privado de su libertad, o total o parcialmente fuera del territorio nacional. 



la mayor o menor punibilidad, por su parte, sean ricos en condiciones propias de análisis 

psicológicos, así por ejemplo, determinar si se obra por motivos nobles o determinar la 

influencia de “subculturas criminales”6, de apremiantes circunstancias personales o 

familiares en la ejecución de la conducta punible, las condiciones de inferioridad psíquica 

determinadas por la edad o por circunstancias orgánicas, que hayan influido en la ejecución 

de la conducta punible, así como determinar el motivo abyecto, fútil o los móviles de 

intolerancia y discriminación referidos a la raza, la etnia, la ideología, la religión, o las 

creencias, sexo u orientación sexual, o alguna enfermedad o minusvalía de la víctima (donde 

encontramos enfermedades y condiciones propias de la psiquis humana), determinar la 

deliberada intención de aumentar el sufrimiento de la víctima. 

Por su parte el Artículo 577 de la Ley 599 de 2000 establece emociones como la ira o 

intenso o sentimiento como el dolor que es objeto de estudio de los estudiosos de la psiquis. 

Y ante su reconocimiento en Derecho, como posibles impulsores de conductas punibles que 

pueden favores como una pena inferior (de una sexta parte del mínimo a la mitad de la 

máxima de la señalada en la respectiva disposición), constituye un campo de estudio e 

interacción entre la Piscología y el mundo del Derecho Penal.  

 

                                                           
14. Cuando se produjere un daño grave o una irreversible modificación del equilibrio ecológico de los 
ecosistemas naturales. 
15. Cuando para la realización de la conducta punible se hubieren utilizado explosivos, venenos u otros 
instrumentos o artes de similar eficacia destructiva. 
16. Cuando la conducta punible se realice sobre áreas de especial importancia ecológica o en ecosistemas 
estratégicos definidos por la ley o los reglamentos. 
6 La teoría de las “subculturas criminales” cuenta con soporte teórico fundamental en el libroCohen. A., (1956) 
Delinquent boys. The culture of the gang. Londres, Routledge & Kegan Paul. 
7 Ley 599 de 2000 Artículo 57. Ira o Intenso dolor. El que realice la conducta punible en estado de ira o de 

intenso dolor, causada por comportamiento ajeno grave e injustificado, incurrirá en pena no menor de la sexta 
parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada en la respectiva disposición. 



Aplicación de la medida de seguridad  

Respecto al tipo de medida de seguridad que se deberá aplicar al autor de la conducta, 

el Artículo 69 de la Ley 599 de 2000, establece como una medida de seguridad, la internación 

en establecimiento psiquiátrico o clínica adecuada, la internación para inimputable por 

trastorno mental permanente, Artículo 70 y la internación para inimputable por trastorno 

mental transitorio con base patológica, Artículo 71, para aquellas personas, a las que su 

condición psicológica, así lo recomiende; esta recomendación, en el Proceso Penal vendrá 

dada por el perito psicológico8, con la identificación de una condición y su posible 

tratamiento en establecimiento o clínica psiquiátrica. 

 

Excepción al Principio de Publicidad de la actuación procesal 

El Artículo 189 de la Ley 906 de 2004 establece una excepción al Principio de 

Publicidad de la actuación procesal, pues si bien, por regla general, la actuación procesal 

penal será́ publica, no lo serán, aquellos casos en los cuales el juez considere que la publicidad 

de los procedimientos pone en peligro a las víctimas, jurados, testigos, peritos y demás 

intervinientes; y específicamente, cuando se exponga a un daño psicológico a los menores de 

edad que deban intervenir. Ahora bien, la decisión será tomada por el juez, considerando, las 

                                                           
8 Sobre el perito psicológico y su importancia profundizaremos en el acápite: “El Peritaje Judicial en el Sistema 
Penal de Colombia”. 
9 Ley 906 de 2004 Artículo 18. Publicidad. La actuación procesal será́ pública. Tendrán acceso a ella, además 

de los intervinientes, los medios de comunicación y la comunidad en general. Se exceptúan los casos en los 
cuales el juez considere que la publicidad de los procedimientos pone en peligro a las víctimas, jurados, 
testigos, peritos y demás intervinientes; se afecte la seguridad nacional; se exponga a un daño psicológico a 
los menores de edad que deban intervenir; se menoscabe el derecho del acusado a un juicio justo; o se 
comprometa seriamente el éxito de la investigación. 



consecuencias de una posible exposición a un posible daño psicológico a los menores de edad 

que deban intervenir en un Proceso Penal. 

 

Las condiciones a cumplir durante el período de prueba en el Principio De 

Oportunidad 

No obstante existir fundamento para adelantar la persecución penal, la Fiscalía 

General de la Nación, se encuentra facultada para suspenderla, interrumpirla o renunciar a 

ella. Esta es la base del Principio de Oportunidad reglado en Colombia en el Artículo 323 de 

la Ley 906 de 2004, modificado por el Artículo 1 de la Ley 1312 de 200910.  

El Artículo 32611 de la Ley 906 de 2004, establece las condiciones a cumplir durante 

el período de prueba por el autor de la conducta, y que puede fijar el fiscal, entre ellas, 

                                                           
10 Ley 1312 de 2009 ARTÍCULO  1°. El artículo 323 de la Ley 906 de 2004, quedará así: 
Artículo 323. Aplicación del Principio de Oportunidad. La Fiscalía General de la Nación, en la investigación o 
en el juicio, hasta antes de la audiencia de juzgamiento, podrá suspender, interrumpir o renunciar a la 
persecución penal, en los casos que establece este código para la aplicación del principio de oportunidad. 
El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le permite a la Fiscalía General de la Nación, no 
obstante que existe fundamento para adelantar la persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar 
a ella, por razones de política criminal, según las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la 
reglamentación expedida por el Fiscal General de la Nación y sometido a control de legalidad ante el Juez de 
Garantías. 
Para profundizar más sobre el Principio de Oportunidad véase: Bedoya Sierra, L. F., Guzmán Díaz, C. A. y 
Vanegas Peña, C. P. (2010). Principio de Oportunidad. Bases Conceptuales para su Aplicación. Bogotá. Fiscalía 
General de la Nación, Oficina de Divulgación y Prensa. 
11 Artículo 326. Condiciones a cumplir durante el periodo de prueba. El fiscal fijará el periodo de prueba, el 

cual no podrá ́ser superior a tres (3) años, y determinará una o varias de las condiciones que deberá́ cumplir 
el imputado, entre las siguientes: 
1. Residir en un lugar determinado e informar al fiscal del conocimiento cualquier cambio del mismo. 
2. Participar en programas especiales de tratamiento con el fin de superar problemas de dependencia a drogas 
o bebidas alcohólicas. 
3. Prestar servicios a favor de instituciones que se dediquen al trabajo social a favor de la comunidad. 
4. Someterse a un tratamiento médico o psicológico. 
5. No poseer o portar armas de fuego. 
6. No conducir vehículos automotores, naves o aeronaves. 
7. La reparación integral a las víctimas, de conformidad con los mecanismos establecidos en la ley. 
8. La realización de actividades en favor de la recuperación de las víctimas. 



encontramos, el sometimiento a un tratamiento médico o psicológico, para que una vez, 

vencido el período de prueba y verificado el haberse sometido al tratamiento psicológico, el 

fiscal podrá ordenar el archivo definitivo de las actuaciones, en virtud del Principio De 

Oportunidad. 

Como análisis de lo consagrado en esta condición para el periodo de prueba, y como 

idea a ensayar en este escrito sobre la misma, hemos de advertir, como el límite de tres (3) 

años establecido en la norma, puede no ser suficiente para el tratamiento de la condición en 

que se encuentra la persona. Hemos de advertir que, si el fiscal opta por esta condición, es 

porque se identifica una condición psicológica en la persona, y establecer un término de tres 

(3) años para archivar el proceso, puede, no coincidir con el tratamiento psicológico 

necesario. Y es que entre los aportes de este ensayo, resaltamos, tanto el seguimiento a la 

inclusión normativa de los aportes de la Psicología Jurídica al Derecho Penal, sino también, 

la crítica a limitar en el tiempo el sometimiento en él un tratamiento psicológico que, a pesar 

de brindar seguridad jurídica a quien se somete durante el periodo de prueba a dicho 

tratamiento, por otra parte, puede poner en riesgo a las víctimas, que serán testigo de cómo, 

una vez terminado este periodo y cumplida la condición, se conceda este Principio de 

Oportunidad a su victimario, incluso en los casos, en que el tratamiento adelantado durante 

este lapso tiempo es insuficiente para la superación final de las condicione psíquicas que lo 

                                                           
9. La colaboración activa y efectiva en el tratamiento psicológico para la recuperación de las víctimas, siempre 
y cuando medie su consentimiento. 
10. La manifestación pública de arrepentimiento por el hecho que se le imputa. 
11. La obligación de observar buena conducta individual, familiar y social. 
12. La dejación efectiva de las armas y la manifestación expresa de no participar en actos delictuales. 
Durante el periodo de prueba el imputado deberá ́ someterse a la vigilancia que el fiscal determine sin 
menoscabo de su dignidad. 
Vencido el período de prueba y verificado el cumplimiento de las condiciones, el fiscal ordenará el archivo 
definitivo de la actuación. 



llevaron a atentar contra el orden establecido (como podría determinarse a partir de las 

valoraciones periódicas que se practiquen sobre la persona con condición psicológica 

identificada).  

Son invaluables los aportes de la Psicología Jurídica al Derecho Penal, y un 

cuestionamiento como este, puede acarrear graves consecuencias, que incluso, podrían hacer 

sembrar dudas sobre estos aportes. 

 

La exención al deber de declarar para psicólogos y psiquiatras 

El Artículo 38512  de la Ley 906 de 2004 establece dentro de las relaciones 

exceptuadas del deber de declarar, la relación psiquiatra, psicólogo o terapista con el 

paciente. Protegiendo la relación entre quien ejerce la Psicología Jurídica, el psiquiatra, 

psicólogo o terapista con el paciente.  

Una protección final que termina de establecer el marco en el que se relacionan la 

Psicología Jurídica y el Derecho Penal Colombiano, y que como podemos ver, se encuentra 

ya, ampliamente desarrollada a nivel legislativo, esto es, en Código Penal y Código de 

                                                           
12 Artículo 385. Excepciones constitucionales. Nadie podrá́ ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su 

cónyuge, compañera o compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, 
o segundo de afinidad. 
El juez informará sobre estas excepciones a cualquier persona que vaya a rendir testimonio, quien podrá ́
renunciar a ese derecho. 
Son casos de excepción al deber de declarar, las relaciones de: a) Abogado con su cliente; 
b) Médico con paciente; 
c) Psiquiatra, psicólogo o terapista con el paciente; 
d) Trabajador social con el entrevistado; 
e) Clérigo con el feligrés; 
f) Contador público con el cliente; 
g) Periodista con su fuente; 
h) Investigador con el informante. 



Procedimiento Penal, pues como podemos concluir, jueces y abogados requieren la ayuda de 

peritos con conocimientos específicos que les permita determinar las condiciones 

psicológicas y su relación con el Proceso Penal.  

El experto en psicología se constituye así en uno de los peritos requeridos con mayor 

frecuencia en el Derecho Penal colombiano , y más si tiene conocimiento de la ley. En 

Colombia, el Peritaje Judicial, orientado a cada una de estas actividades es más común en 

delitos sexuales, contra la vida y la integridad física, consagrados en nuestra legislación penal 

colombiana. 

Su trabajo, sin embargo, no lo hemos definido, lo hemos dejado como cierre de este 

ensayo, pues hacerlo determina el instrumento de relación entre Psicología Jurídica y 

Derecho. La principal fuente, por medio de la cual, el especialista en el análisis de la psiquis 

en el Proceso Penal lleva su conocimiento a un proceso judicial, es el Peritaje Psicológico. 

 

EL PERITAJE JUDICIAL EN EL SISTEMA PENAL DE COLOMBIA  

Durante el proceso penal, ni el fiscal ni el juez tienen conocimiento directo de los 

hechos, por lo que ambos requerirán conocerlos de forma adecuada. El fiscal deberá lograrlo 

mediante evidencias físicas e información legalmente obtenida y el segundo mediante las 

pruebas practicadas en la audiencia de juicio.  

En los casos en que el asunto penal incluye aspectos que superan el conocimiento 

corriente o especializado de los operadores jurídicos, puede ser necesaria la intervención de 

un experto para lograr que el conocimiento de los hechos sea el adecuado. En el caso que 



estamos tratando, ese experto es el Psicólogo Judicial y su herramienta será el Peritaje 

Judicial, como principal aporte de la Psicología Jurídica al Proceso Penal en Colombia.  

En Colombia, el Artículo 405 del Código de Procedimiento Penal establece que: “La 

prueba pericial es procedente cuando sea necesario efectuar valoraciones que requieran 

conocimientos científicos, técnicos, artísticos o especializados”.  

Climent Duran, (1999 citado por Bedoya, 2008) entiende que “La prueba pericial ha 

sido definida como aquella que se realiza para aportar al proceso las máximas de la 

experiencia que el juez no posee o no puede poseer y para facilitar la percepción y la 

apreciación de los hechos concretos objeto del debate” (p. 172). 

En relación con el proceso penal, la psicología y la psiquiatría, buscan responder a la 

necesidad de practicar los exámenes pertinentes de forma oportuna, evaluando a quien la 

justicia señale y presenta su concepto por escrito, para con posterioridad sustentarlo en el 

estrado, donde se someterá al examen de las partes. 

El peritaje judicial se constituye en el medio probatorio por el cual los expertos 

tendrán una función de verificación y conceptualización sobre cada una de las situaciones 

referidas en el titulo anterior y que tienen una relación directa con el proceso.  

Para la realización de esta labor, el perito judicial de la psiquis, debe tener los siguientes 

atributos generales (Mesa Azuero, 2005):  

● Objetividad: atenerse a los datos clínicos demostrables.  

● Sentido común: debe primar la explicación más sencilla, comprensible y posible.  

● Juicio: debe ser lógico, con sentido crítico.  



● Prudencia: los comentarios no deben contener demostraciones emocionales que 

contaminen el juicio clínico.  

● Imparcialidad: su función se orienta hacia la verdad, no hacia las partes en conflicto. 

● Veracidad: la verdad debe ser su guía, por eso debe abstenerse de tomar como ciertas 

realidades no comprobadas.  

● Formación: tener un adiestramiento en el campo forense, en la interpretación y 

explicación científica de hechos y conductas jurídicamente relevantes.  

● Educación: tener conocimientos jurídicos mínimos. Además de la formación forense, 

debe tener un conocimiento básico de las normas jurídicas dentro de las cuales se 

mueve un proceso, para comprender las necesidades de la ley. 

 

Características del peritaje judicial en el sistema penal de Colombia  

Los artículos 406, 412, 413, 414 y 415 de la Ley 906 de 2004 regulan el proceso de 

elaboración y presentación de los informes derivados de las experticias solicitados por las 

partes. De esta regulación, y siguiendo lo desarrollado por Bedoya Sierra (2008) se destaca 

lo siguiente:  

● Concepto escrito: Las investigaciones o análisis realizados por los peritos deben ser 

consignados en informes que se entienden presentados bajo la gravedad de juramento 

(Ley 906 de 2004 Artículo 406). 

● Pluralidad de conceptos: Las partes pueden presentar informes de peritos de su 

confianza y pedir que estos sean citados a la audiencia del juicio oral (Ley 906 de 

2004 Artículos 413 y 415). 



● Sustentable en audiencia: La realización de la prueba pericial durante el acto del juicio 

oral presupone la existencia de un informe pericial, el juez “admite” el informe y a 

partir de ello dispone la citación del perito; (en todo caso debe entenderse que no se 

trata de la admisión del informe como prueba, pues el artículo 415 establece con 

claridad que la admisión del informe está supeditada a que el perito comparezca a la 

audiencia de juicio oral) (Ley 906 de 2004 Artículo 414). 

● Sustentación limitada al concepto emitido: El interrogatorio y contrainterrogatorio de 

los peritos en la audiencia de juicio oral tendrán como punto de referencia los 

informes presentados con antelación (Ley 906 de 2004 Artículo 412). 

● Complementariedad entre escrito y sustentación verbal en audiencia: el informe por 

sí sólo no puede admitirse como prueba (Ley 906 de 2004 Artículo 415). 

Respecto a la estructura básica y contenido del dictamen pericial, tenemos que el 

mismo deberá describir, los hechos que sirven de base a la opinión, la descripción de los 

procedimientos realizados por el perito, de acuerdo con su conocimiento especializado y las 

conclusiones a que llegó con el trabajo realizado.   



CONCLUSIONES  

La Psicología Jurídica es el área de trabajo e investigación psicológica especializada 

cuyo objeto es el estudio del comportamiento de los actores jurídicos en el ámbito del 

Derecho, la Ley y la Justicia. 

Los aportes de la Psicología Jurídica en el tratamiento de víctimas del delito, 

generando apoyo a las personas que han sido víctima de daño en su psiquis y ayudando a su 

reinserción en la sociedad; igualmente, se hace indispensable la Psicología Jurídica en el 

análisis de las características, causas y efectos del crimen y por tanto un instrumento 

fundamental en la toma de decisiones de tipo judicial en materia de Derecho Penal. Una 

conclusión de alto impacto para el desarrollo de políticas criminales en Colombia. 

Se identificó reconocimiento normativo a los aportes de la psicología Jurídica en el 

Código Penal y Código de Procedimiento Penal, en el análisis de las circunstancias bajo las 

cuales fue cometido un delito, la forma en que es procesado el autor de la conducta, si se 

configuran causales de ausencia de responsabilidad, inimputabilidad o una atenuante o 

agravante del tipo penal básico, que derivarán en reducciones o aumentos de las penas 

establecidas en el Código Penal, el tipo de medida de seguridad que se deberá aplicar al autor 

de la conducta, la defensa psicológica de menores, las condiciones a cumplir durante el 

período de prueba en el Principio De Oportunidad y la exención al deber de declarar para 

psicólogos y psiquiatras; todos, elementos cuyo reconocimiento legal evidencia el aporte de 

la Psicología Jurídica y su poder de incidir en la elaboración de otras leyes encaminadas a la 

protección de los derechos consagrados en la Constitución política de Colombia. 



El límite de tres (3) años establecido, como periodo de prueba para la aplicación del 

Principio de Oportunidad por el fiscal, previo al archivo de las actuaciones, puede no ser 

suficiente para el tratamiento de la condición en que se encuentra la persona y, por tanto, no 

coincidir con el tratamiento psicológico necesario. Generándose así un nuevo interrogatorio, 

que podría ser tema de profundización en trabajos posteriores: ¿Es viable revisar la limitación 

temporal a sometimiento a tratamiento psiquiátrico fijada para el periodo de prueba para la 

aplicación del Principio de Oportunidad por el fiscal? 

La Psicología Jurídica aplicada en el Proceso Penal, viene determinada por la 

participación del psicólogo jurídico, esto es, aquel profesional que, en su calidad de experto 

en Psicología y tercero, ajeno al litigio, que emite un concepto, un peritaje, que ha de poner 

en consideración del tomador de la decisión (el juez); satisfaciendo la necesidad de evaluar 

a quien la justicia señale; presentando su concepto por escrito, para con posterioridad 

sustentarlo en el estrado, donde se someterá al examen de las partes. 

La Psicología Jurídica, sin embargo, va mucho más allá de una mera aplicación en el 

campo del Derecho Penal en estricto sentido. Entendemos en primer lugar, que la Psicología 

Jurídica interactúa con el mundo del Derecho, prácticamente en todas sus áreas de interés, el 

Legal y el referido al funcionamiento de la Ley (desde su expedición, aplicación y hasta 

derogación), el análisis de la decisión en Derecho, el estudio de la aplicación Social del 

Derecho desde la Psicología, incluso el funcionamiento de los juicios y Tribunales, en la 

Psicología Judicial, donde se enmarcan, la Psicología Criminal, Criminológica y Forense.  
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